
Santiago, dos de junio de dos mil veintidós. 

Por cumplido lo ordenado.

Al escrito folio N° 30515-2022: ocúrrase ante quien 

corresponda.

Vistos: 

Se reproduce el fallo en alzada,  con excepción de 

los fundamentos que razonan en el sentido de rechazar la 

acción constitucional los que se eliminan.

Y teniendo en su lugar y, además, presente:

Primero: Que  el  recurrente  dedujo  recurso  de 

protección impugnando la decisión de renovar la contrata 

para el año 2022, en circunstancias que desde su ingreso 

a la institución, sus renovaciones eran por un año.

Señala  que  dicho  actuar  es  ilegal  y  arbitrario, 

teniendo en consideración que contaba en esa época con la 

confianza legítima que su contrata sería renovada para el 

año 2022, por lo cual solicita se deje sin efecto la 

resolución impugnada y se disponga su reintegro en las 

mismas condiciones que tenía antes de su separación.

Segundo: Que, la sentencia para rechazar la acción 

constitucional señala que el principio de la confianza 

legítima, en la no renovación de la contrata del caso de 

autos no tiene lugar, puesto que se encuentra debidamente 

motivada, como ocurre en la especie. En efecto, de su 

tenor  literal,  constan  los  precisos  y  específicos 

fundamentos que contiene el decreto impugnado, así como 
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la situación de desproporción entre el personal de planta 

y las contratas, todo lo cual corrobora la precariedad de 

su contratación, motivo por el cual la acción no puede 

prosperar.

Tercero:  Que, la parte recurrente sostiene que lo 

asiste la confianza legítima, en razón de la data de su 

vinculación  estatutaria.  Asimismo  agrega  que  los 

argumentos  esgrimidos  para  justificar  la  resolución 

impugnada  por  esta  vía,  además  de  febles,  han  sido 

desvirtuados  por  su  parte,  configurándose  entonces  la 

vulneración en los términos denunciados.

Cuarto: Que, como primer aspecto debe indicarse que 

el Decreto con Fuerza de Ley N° 29, de 2005, que fija el 

texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley N° 

18.834  sobre  Estatuto  Administrativo,  dispone  en  su 

artículo 3º, luego de definir la planta del personal de 

un  servicio  público  como  el  conjunto  de  cargos 

permanentes asignados por la ley a cada institución, que 

los  empleos  a  contrata  son  aquellos  de  carácter 

transitorio  que  se  consultan  en  la  dotación  de  una 

institución.

Enseguida,  el  mismo  texto  legal  determina  en  su 

artículo 10, en relación a la permanencia de esta última 

clase de cargos, que los empleos a contrata durarán, como 

máximo,  sólo  hasta  el  31  de  diciembre  de  cada  año  y 

quienes  los  sirvan  expirarán  en  sus  funciones  en  esa 

ZJHZSTPZH



fecha por el solo ministerio de la ley; esto es, figura 

implícita la facultad de la autoridad para poner término 

a las funciones del empleado a contrata antes de la fecha 

recién indicada, cuando no sean necesarios sus servicios.

Quinto: Que, sin perjuicio que la decisión de la 

autoridad de desvincular a la parte recurrente tiene un 

correlato en la norma legal precedentemente citada, ésta 

debe ejercerse con arreglo a la ley. Para verificar lo 

anterior es necesario acudir a la legislación que regula 

los actos de la Administración, en este sentido, la Ley 

N° 19.880 que establece las Bases de los Procedimientos 

Administrativos que rigen los actos de los Órganos de la 

Administración del Estado, en cumplimiento de criterios 

constitucionales,  se  ha  encargado  de  desarrollar  los 

principios  destinados  a  asegurar  un  procedimiento 

racional y justo al decidir y al ejecutar las actuaciones 

de  los  órganos  de  la  Administración  del  Estado, 

puntualizando  en  el  artículo  1°  que  sus  preceptos  se 

aplicarán con carácter supletorio en aquellos casos donde 

la  ley  establezca  procedimientos  administrativos 

especiales. En este sentido, el ordenamiento referente a 

las atribuciones de nombramiento y terminación de cargos 

de empleos a contrata que corresponden al jefe superior 

del  servicio  contenido  en  el  ya  citado  Estatuto 

Administrativo, no contempla reglas especiales acerca del 

procedimiento  que  debe  emplearse  para  el  ejercicio  de 
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semejantes facultades, razón por la que, respecto de tal 

materia,  inequívocamente  corresponde  aplicar  las 

disposiciones contempladas en la referida Ley N° 19.880.

Ahora bien, entre los principios previstos en esa 

ley  se  encuentran  aquéllos  sobre  transparencia  y 

publicidad consagrados en el artículo 16, en el cual se 

dispone  que  el  procedimiento  administrativo  debe 

realizarse  con  transparencia  de  manera  que  permita  y 

promueva el conocimiento, contenido y fundamentos de las 

decisiones que se adopten en él. A su turno, se consigna 

en  dicho  cuerpo  legal  la  obligación  del  artículo  11 

inciso  segundo,  consistente  en  motivar  o  fundamentar 

explícitamente  en  el  mismo  acto  administrativo  la 

decisión, los hechos y los fundamentos de derecho que 

afecten los derechos de las personas.

Por  último,  es  útil  destacar  que  el  artículo  41 

inciso  cuarto,  primera  parte  del  aludido  texto  legal 

ordena:  “Las  resoluciones  contendrán  la  decisión,  que 

será fundada”.

Sexto: Que de lo expresado sólo cabe colegir que es 

un  requisito  sustancial  la  expresión  del  motivo  o 

fundamento por el cual se adopta una determinación por la 

autoridad  administrativa,  pues  su  expresión  está 

vinculada  a  una  exigencia  que  ha  sido  puesta  como 

condición de mínima racionalidad, ya que como ocurre en 

la especie, se afectan derechos de las personas.
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Séptimo: Que  lo  razonado  en  los  fundamentos 

anteriores permite concluir que la resolución impugnada 

es ilegal porque contraviene lo dispuesto en el artículo 

11  antes  referido,  al  carecer  de  razonabilidad  y 

fundamentos sólidos y suficientes, afectando con ello la 

garantía  de  igualdad  ante  la  ley  al  ser  la  parte 

recurrente discriminada arbitrariamente en comparación a 

otros empleados que, conforme consta de los antecedentes 

aparejados  al  proceso,   desempeñándose  en  cargos  a 

honorarios   e  incluso  con  menos  antigüedad  fueron 

renovados a contrata con una permanencia de 12 meses o 

hasta  que  sus  servicios  dejen  de  ser  efectivamente 

necesarios por razones veraces que han de expresarse. 

De  igual  manera  se  ve  afectado  el  derecho  de 

propiedad del artículo 19 N° 24 de la Carta Fundamental, 

toda vez que al incurrir la institución cuestionada en un 

acto  arbitrario  e  ilegal  privó  al  funcionario  de  su 

derecho a las remuneraciones por el año 2022, conforme 

había ocurrido desde su ingreso al servicio. 

Octavo: Que al examinar el acto administrativo debe 

estudiarse tanto la legalidad como la existencia de los 

motivos. En el caso de autos no es discutible que la 

Administración  cuenta  con  la  habilitación  legal  para 

poner término a la contrata, sin embargo, la falta de 

fundamentación  torna  igualmente  en  arbitraria  la 

determinación, que al estar desprovista de fundamentos de 

ZJHZSTPZH



hecho se sustenta en el solo capricho o voluntad desnuda 

de la autoridad que la adopta. 

Noveno: Que, por lo razonado, el recurso debe ser 

acogido  por  la  falta  de  fundamentación  del  acto 

recurrido.

Por  estas  consideraciones  y  lo  dispuesto  en  los 

artículos 19 N° 2 y 24 y 20 de la Constitución Política 

de la República y en el Auto Acordado de esta Corte sobre 

la materia, se revoca la sentencia apelada y en su lugar 

se  declara  que  se  acoge el  recurso  de  protección 

deducido,  y,  en  consecuencia,  se  deja  sin  efecto  la 

resolución  impugnada,  disponiéndose  que  la  contrata 

referida debe ser renovada hasta el 31 de diciembre de 

2022,  debiendo  enterarse  –a  la  parte  recurrente-  las 

remuneraciones y demás emolumentos legales, debidamente 

reajustados,  entre  la  fecha  de  su  separación  y  su 

reincorporación efectiva.

Se previene que el Ministro señor Muñoz y la Abogada 

Integrante  señora  Coppo,  concurren  a  la  decisión 

revocatoria teniendo especialmente presente, que el lato 

período de tiempo durante el cual la parte recurrente se 

ha mantenido ligado con el organismo recurrido, generó a 

su respecto la confianza legítima de continuar vinculado 

a  él, por  lo que  estuvieron, además,  por disponer  la 

reincorporación de la parte recurrente, debiendo mantener 

vigente  su  contrata  para  el  año  2022  y  siguientes, 
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permaneciendo  en  el  cargo  en  tanto  no  concluya  por 

calificación deficiente o sanción adoptada en un sumario 

administrativo legalmente tramitado.

Regístrese y devuélvase.

Rol Nº 11.608-2022.
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Pronunciado por la Tercera Sala de la Corte Suprema integrada por los
Ministros (as) Sergio Manuel Muñoz G., Angela Vivanco M., Adelita Inés
Ravanales A. y los Abogados (as) Integrantes Carolina Andrea Coppo D.,
Enrique Alcalde R. Santiago, dos de junio de dos mil veintidós.

En Santiago, a dos de junio de dos mil veintidós, se incluyó en el Estado
Diario la resolución precedente.
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Este documento tiene firma electrónica y su original puede ser
validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la tramitación de  la causa.
En aquellos  documentos  en  que  se visualiza la hora, esta
corresponde al horario establecido para Chile Continental.
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